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Resumen: El presente trabajo expone el análisis en conjunto de la figura del arraigo y el 

principio de presunción de inocencia, como pautas establecidas tras la reforma de 2008 al 

texto constitucional, confrontando ambas figuras; es decir, considerando al arraigo como la 

figura que destruye la esencia del principio de presunción de inocencia, lo cual se traduce 

en un exceso en el artículo 16 constitucional, al olvidarse el legislador de los derechos 

fundamentales que allí se establecen, convirtiéndose así tanto en su texto como en su 

aplicación en un ordenamiento incongruente y por ende violatorio de derechos humanos. 
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Abstract: The objective of this article is analize to the figure of the roots and the principle 

of presumption of innocence, as guidelines established after the reform of 2008 in the 

constitutional text, confronting both figures; it means, considering the roots as the figure 

that destroys the essence of the principle of presumption of innocence, which translates into 

an excess in Article 16 of the Constitution, the legislator forgets the fundamental rights that 

are established there (constitutional text), which means a violation of human rights. 

 

Keywords: Root, presumption of innocence, legal security, fundamental rights. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

A partir de la reforma de justicia de 2008 se contempla la figura del arraigo y el principio 

de presunción de inocencia en el texto constitucional, el primero de los citados en su 

articulado 16, como una forma de privación legal de la libertad la cual no es más que la 

imposición de dicha pena sin una condena, lo que se traduce en la facultad del Estado para 

ampliar su poder de sancionar a discrecionalidad; en cuanto al principio de presunción de 

inocencia se encuentra implícito en la interpretación armónica y sistemática de los arábigos 

14, párrafo segundo; 16, párrafo primero; 19, párrafo primero; 21, párrafo primero y 102, 

apartado A, párrafo segundo, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, resguardado bajo las características del debido proceso, el principio acusatorio 

y la defensa adecuada.  

De lo anterior, se desprende de forma simple la incongruencia del texto 

constitucional tras la reforma de 2008, por un lado se concede la prerrogativa al estado para 

detener de forma legal a una persona sin sujetarla a un procedimiento, concediéndole 

discrecionalidad al estado para imponer este tipo de sanciones y por otro lado pugna porque 

las personas tengan derecho a un proceso debido, es decir, bajo las pautas que la legislación 

adjetiva establece para ejecutar un procedimiento, garantizando en todo tiempo el bienestar 

de la persona detenida, quien tiene derecho a que se le siga un proceso al tenor de una 

adecuada defensa. 

Lo que en este trabajo se expone es la incongruencia del texto constitucional 

mexicano al reformar el mismo en 2008, en el cual se establecieron parámetros que 

permanecen distantes, tales como la figura del arraigo y el principio de presunción de 
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inocencia, cuál es la consecuencia e impacto de su coexistencia en el mismo texto legal y 

en el ámbito de aplicación, tomando en consideración el nuevo sistema de justicia penal, el 

cual a decir verdad se torna carente de efectividad ante la coexistencia de dichos elementos, 

por lo que se reduce a un sistema de justicia endeble y muy lejos de ser moderno, garantista 

y comprometido con la esencia del nuevo modelo de justicia propuesto en la citada 

reforma.  

 

II. ANTECEDENTES DEL ARRAIGO EN MÉXICO 

El 27 de diciembre de 1983, la figura del arraigo es introducida al Código Federal de 

Procedimientos Penales como una medida precautoria para asegurar la disponibilidad del 

inculpado en la investigación previa o durante el proceso penal; dicha figura sería ejecutada 

a petición del Ministerio Público y no podía exceder los 60 días. 

En 1984 el arraigo es introducido en el Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal y Territorios Federales, el cual consistió en un medio del juez para retener 

a personas que pudiesen declarar acerca de un delito. 

Posteriormente, en noviembre de 1999, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

establece vía jurisprudencia que dicha figura es inconstitucional, sosteniendo que vulnera la 

libertad personal y el derecho a la libertad de movimiento, lo cual expone a mayor 

abundamiento en la ejecutoria de la cual derivó la tesis 1a./J. 78/99, sustentada por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, noviembre de 1999, novena época,  tomo X, página 

55, con registro electrónico 192829, de rubro ARRAIGO DOMICILIARIO, ORDEN DE. 

AFECTA LA LIBERTAD PERSONAL. 

Misma que establece que la orden de arraigo domiciliario prevista por el artículo 

133 bis del Código Federal de Procedimientos Penales, antes y después de su reforma 

mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha ocho de febrero 

de mil novecientos noventa y nueve, al obligar a la persona en contra de quien se prepare el 

ejercicio de la acción penal siempre y cuando exista el riesgo fundado de que se sustraiga a 

la acción de la justicia, a permanecer en un domicilio bajo la vigilancia de la autoridad 

investigadora y persecutora, trae como consecuencia la inmovilidad de su persona en un 

inmueble, por tanto, es un acto que afecta y restringe la libertad personal que puede ser 
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susceptible de suspensión en términos de lo dispuesto por los artículos 130, 136 y demás 

relativos de la Ley de Amparo, si para ello se cumplen los requisitos exigidos por la misma 

ley. 

En noviembre de 2002, tienen lugar las primeras condenas internacionales y el 

primer mecanismo internacional en recomendar al Estado mexicano la eliminación del 

arraigo fue el Grupo de Detenciones Arbitrarias. 

El 7 de febrero de 2007, la Organización Nacional de las Naciones Unidas expone 

que el arraigo debe desaparecer en el Estado Mexicano a través del Comité contra la 

Tortura, el cual recomendó en su informe “que la figura del arraigo desaparezca tanto en la 

legislación como en la práctica, tanto a nivel federal así como estatal”. 

Seguidamente, el 18 de junio de 2008, a partir de la reforma se consagró la figura 

del arraigo a nivel constitucional, la cual permite la aplicación regular del arraigo no sólo 

cuando existe un riesgo fundado de que el indiciado pueda escapar de la justicia, sino 

también para todos los casos en que haya sospechas de delincuencia organizada, en 

cualquier caso el arraigo no puede exceder los 80 días según lo dispuesto en la ley. 

En diciembre de 2008, son creadas las primeras instancias con competencia para 

emitir órdenes de arraigo solicitadas por el Ministerio Público, a saber, el Consejo de la 

Judicatura Federal a través de sus Juzgados Penales Especializados en Cateos, Arraigos e 

Intervenciones de Comunicaciones (JFCEAI). 

Para marzo de 2009, acontece un caso paradigmático, veinticinco agentes de la 

Policía Municipal son arraigados en Tijuana y torturados en un cuartel militar durante 

cuarenta días, con la intención de que se declarasen culpables de delincuencia organizada; 

por ello, se solicitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) emitiera 

una declaratoria de medidas cautelares en favor de los detenidos y sus familiares, a fin de 

proteger su integridad física y garantizar sus derechos, puesto que tras ser detenidos, a los 

policías municipales se les nombró un abogado de oficio que incurrió en diversas 

irregularidades, mismas que viciaron su derecho a una defensa adecuada. Ante todo lo 

anterior, el organismo internacional concluyó que dada la gravedad de los hechos, la 

continuidad en el menoscabo a la vida e integridad personal de los agentes y ante la 

inminente situación de torturas constantes a las que habían sido sometidos, era necesario 

solicitar a la CIDH requiriera al Estado mexicano adoptar de manera inmediata las medidas 
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necesarias que protegieran la vida e integridad física, psicológica y moral de los veinticinco 

arraigados, así como de sus familias y que evitara que éstos continuaran siendo sometidos a 

torturas o tratos crueles, inhumanos o degradantes mientras se encontraran bajo la custodia 

de agentes del Estado, esto es, fue la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los 

Derechos Humanos quien asumió la representación de las víctimas. 

En mayo de 2009, Suiza, Irlanda y Nueva Zelanda emiten una recomendación al 

Estado Mexicano en el sentido de terminar con el arraigo por considerar que se trata de una 

forma de detención arbitraria. En junio de 2009, México rechazó dichas recomendaciones 

argumentando que “la reforma constitucional limitó su ámbito de aplicación únicamente 

para delitos de delincuencia organizada (los cuales son del ámbito federal) y lo sujetó a 

estrictos controles legales”. 

Pese a ello, en octubre de 2010, la Organización de las Naciones Unidas se 

pronunció en el sentido de considerar al arraigo como una figura incompatible con el 

principio de presunción de inocencia, tal postura fue confirmada por la Relatora Especial de 

dicha Organización, tras su visita a México, pronunciando en sus líneas discursivas el 

“carácter arbitrario del arraigo y su incompatibilidad con el principio de presunción de 

inocencia y con el derecho a la libertad personal”. 

Nuevamente en marzo de 2011, se vuelve a emitir la recomendación al Estado 

Mexicano de “eliminar la detención mediante arraigo de la legislación y la práctica, tanto a 

nivel federal como estatal”, recomendación proveniente del Grupo de Trabajo sobre 

Desapariciones Forzadas o Involuntarias; posteriormente el 28 de  julio del mismo año, 

dicha figura fue eliminada del Código Penal del Estado de Chiapas, imponiendo una 

prohibición expresa de su uso en la Constitución local, luego de que 78 ayuntamientos 

municipales ratificaran la iniciativa de reformas. 

Repetidamente, en septiembre 2011, la Comisión Interamericana de Derechos 

humanos (CIDH) instó a México a eliminar el arraigo a través del Relator para México de 

dicho organismo, motivó dicha petición en su preocupación por la persistencia de mantener 

la figura del arraigo, así como por la opacidad y falta de acceso a instancias de observación 

internacional a determinados lugares como el Centro Nacional de Investigaciones. En 

diciembre 2012, el presidente Peña Nieto propuso revisar el arraigo y el Procurador General 

de la República, avaló su desaparición gradual. 
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En abril de 2013, fueron propuestas modificaciones al arraigo: treinta y cinco días 

tratándose de delincuencia organizada y veinte para delitos graves, asimismo se planteó 

aumentar la retención por el Ministerio Público de cuarenta y ocho a setenta y dos horas. 

En el año 2016, según lo establecido en la reforma penal de 2008, terminó el plazo 

para que las fiscalías locales puedan aplicar el arraigo en sus jurisdicciones, pues a partir de 

este año las autoridades federales asumieron la competencia exclusiva sobre delitos 

relacionados con el crimen organizado. 

 

III. ANTECEDENTES DEL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 

Podemos encontrar antecedentes del principio de presunción de inocencia en la época 

romana, sin embargo poco se puede decir, dado que la religión católica (iglesia) ejercía 

control determinante sobre los pueblos, utilizando como medidas sancionadoras prácticas 

inquisitorias; es en la edad moderna en donde intelectuales retoman este principio, como la 

base de la seguridad jurídica de quien se le acusa de cometer un delito, es decir, ya se 

predicaba que a ninguna persona podría atribuírsele la culpabilidad de delito alguno, sin 

que antes tal circunstancia hubiese sido analizada y estudiada por el Juzgador, en ese 

sentido era el Estado o la sociedad quienes deberían brindarle protección hasta en tanto se 

determinara su situación. 

Más tarde, posterior a la revolución francesa, se estableció dicho principio de forma 

explícita en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, la cual representa 

el fin del sistema penal represivo, aquel cuya base era condenar como consecuencia de la 

tergiversación de los hechos lograda a través de material probatorio falso e ilegal, así como 

de la tortura; es decir, dentro de aquel sistema penal la persona a quien se le acusaba de 

algún hecho delictivo era considerada culpable per se, y bajo ese contexto el “culpable” 

tenía que presentar todas las pruebas posibles para poder demostrar su inocencia, lo que 

aconteció de modo diferente tras la declaración, en la cual el argumento toral que sostiene 

el principio que se atiende, radica en que la persona es inocente sin importar los 

señalamientos que se le hagan hasta en tanto el Juzgador determine que efectivamente se 

vulneró la ley sustantiva o no, y hasta en tanto dicha circunstancia no fuera determinada, el 

individuo continuaba siendo libre. Es dicho silogismo el que entraña el pensamiento de 
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Montesquieu, pues él predicaba que “cuando la inocencia del individuo no está asegurada, 

tampoco lo estará su libertad”. 

Así también, entre las más grandes aportaciones se encuentra el pensamiento de 

Voltaire, el cual quizá haya ido más lejos al fijar antecedentes de lo que es el sistema de 

enjuiciamiento con el método oral, el principio de contradicción y el de adecuada defensa, 

sin denostar la congruencia en la valoración del material probatorio, inclusive fue incisivo 

al hablar de la tortura como un método irracional e inhumano. 

Bajo esas consideraciones, se afirma que el principio de presunción de inocencia se 

desarrolló en el contexto del abuso y la transgresión de derechos naturales, debido a 1) la 

inhumanidad en el trato de quienes eran considerados delincuentes, 2) no se seguía 

previamente un procedimiento, 3) no se contaba con la defensa adecuada 4) la obtención 

del material probatorio era ilegal y el medio mejor para conseguirlo era la tortura. 

En los tiempos actuales, este principio no se encontraba expresamente previsto, pero 

tal circunstancia se subsanó tras la reforma constitucional de 2008, en la que se prevé dicha 

figura en el texto legal en congruencia con el nuevo modelo de justicia procesal de corte 

oral, así como con los tratados internacionales de los cuales el Estado Mexicano es parte, 

establecido como uno de los principios rectores de dicho proceso. 

 

IV. DEFINICIÓN DE ARRAIGO Y PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE 

INOCENCIA 

 

1. Arraigo en sentido amplio 

ARRAIGO (acción y efecto de arraigar; del latín ad y radicare, echar raíces). Se le 

considera como una medida precautoria dictada por el juzgador, a petición de parte, cuando 

hubiere temor de que se ausente u oculte la persona contra quien deba entablarse o se haya 

entablado una demanda. Tiene por objeto o finalidad impedir que el arraigado abandone el 

lugar del juicio sin dejar un apoderado que pueda contestar la demanda, seguir el proceso y 

responder de la sentencia que se dicte.2 

 

                                                           
2 Diccionario Jurídico Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, Editorial Porrúa décima 
edición, 1997. 
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2. Arraigo en materia penal 

Es la medida precautoria que tiene por objeto asegurar la disponibilidad del 

inculpado en la investigación previa o durante el proceso, cuando se trate de delitos 

imprudenciales o de aquellos en los que no proceda la prisión preventiva; en nuestro 

sistema procesal penal, el arraigo es una medida cautelar que durante la averiguación previa 

se impone con vigilancia de la autoridad al indiciado, para los efectos de que éste cumpla 

con los requerimientos del Ministerio Público, en razón de la investigación de un hecho 

delictivo. Por medio del arraigo no se autoriza la detención bajo ninguna forma del 

indiciado, sino únicamente sirve para asegurar que éste cumpla con los requerimientos del 

Ministerio Público vinculados con la investigación de un hecho delictivo y, llegado el caso, 

evitar que se imposibilite el cumplimiento de la orden de aprehensión respectiva.3 

Dicho de otro modo, el arraigo se puede definir como una medida cautelar solicitada 

por un ministerio público, ya sea del fuero común o federal y otorgada por un juez 

competente que permite tener a su disposición a un presunto delincuente mientras se 

integran, localizan y perfeccionan medios de prueba que sean bastantes, dentro de la 

averiguación previa, para acreditar la probable responsabilidad del arraigado en la comisión 

del delito que se le imputa y pueda ser consignado ante un juez, quien decidirá sobre la 

procedencia o no de un proceso penal y la privación de la libertad del indiciado mientras 

este dure. Esta medida cautelar se solicita, según el Código Federal de Procedimientos 

Penales, cuando a juicio del ministerio público, exista el riesgo de que el probable 

responsable de la comisión de un delito grave, se extraiga de la acción de la justicia.4 

Conforme al artículo 16 constitucional en su párrafo octavo, proclama que el arraigo 

en materia penal se da en los siguientes términos: 

La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de 

delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una 

persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que 

pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito 

de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o 

                                                           
3 Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, junio 
de 2006, novena época, registro electrónico 20599, tomo XXIII. 
4 El arraigo y la prohibición de abandonar una demarcación geográfica en el Código Federal de 
Procedimientos Penales. Marco Antonio Díaz de León, Universidad Nacional Autónoma de México. 
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cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga de la 

acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el 

Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. 

En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta 

días. 

 

De lo anterior, se destaca que los sujetos que intervienen en el arraigo son 

necesariamente el Ministerio Público en su calidad de solicitante del arraigo, el órgano 

jurisdiccional o Juez en materia penal competente para conocer la procedencia de la citada 

solicitud y el indiciado o individuo que debe quedar arraigado una vez procedida la 

solicitud. 

 

3. Principio de presunción de inocencia 

La Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 11 establece que: 

“Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en 

juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías 

necesarias para su defensa”. 

 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por su parte, establece en su 

arábigo 14 que:  

“Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley”. 

 

El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, considera, en su artículo 66, 

que: 

1. Se presumirá que toda persona es inocente mientras no se pruebe su 

culpabilidad ante la Corte de conformidad con el derecho aplicable. 

2. Incumbirá al Fiscal probar la culpabilidad del acusado. 

3. Para dictar sentencia condenatoria, la Corte deberá estar convencida 

de la culpabilidad del acusado más allá de toda duda razonable. 
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La Convención Americana de Derechos Humanos, contempla a éste 

principio en su artículo 8: 

“Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad…” 

 

Por su parte, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los 

principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e 

inmediación.  

B. De los derechos de toda persona imputada:  

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su 

responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa.  

 

En el texto jurisprudencial mexicano, podemos encontrar definido este principio 

desde dos parámetros como: a) estándar de prueba o regla probatoria, en la medida en que 

este derecho establece una norma que ordena a los jueces la absolución de los inculpados 

cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar 

la existencia del delito y la responsabilidad de la persona;5 b) como regla de trato procesal, 

en la medida en que este derecho establece la forma en la que debe tratarse a una persona 

que está sometida a proceso penal, es decir, ordena a los jueces impedir en la mayor medida 

posible la aplicación de medidas que impliquen una equiparación de hecho entre imputado 

y culpable, es decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que 

suponga la anticipación de la pena.6  

En pocas palabras es el principio que tiene como base la inocencia de la persona que 

es acusada de haber cometido un ilícito, la que únicamente tras habérsele seguido un 

procedimiento adecuado en el que se demuestre su culpabilidad podrá aplicársele una 

                                                           
5 Tesis 1a./J. 26/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, registro 
electrónico 2006091, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Abril de 2014, Libro 5, 
Tomo I, visible a p. 476. 
6 Tesis: 1a./J. 24/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Abril de 2014, 
registro electrónico 2006092, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Libro 5, Tomo I, p. 
497. 
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condena. Esencialmente, el principio imprime la idea de que todas las personas son 

inocentes hasta que se demuestre lo contrario.  

 

V. REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2008 

La reforma constitucional de 2008 (publicada el 18 de junio de 2008), es una reforma 

instituida por el Estado Mexicano tras la exposición de diversos motivos legislativos, entre 

dichos argumentos podemos encontrar el pilar que sostiene su aprobación: la problemática 

de la corrupción en las instituciones dedicadas a impartir justicia, lo que se propone 

resolver a través del cambio en la actividad judicial (procedimiento), en tal virtud, propone 

que el proceso judicial se desarrolle en tres etapas  el cual se desarrolla ante la actuación de 

tres jueces diferentes, el juez de control, el juez de la causa y el juez ejecutor. 

Los artículos reformados fueron el 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 73, 115 y 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de los cuales para efectos del 

presente artículo resultan de interés los artículos 16 (arraigo) y 20 (presunción de 

inocencia), siendo este último el que ha sufrido mayores transformaciones, dado que a 

partir de la entrada en vigor de la aludida reforma se introduce el nuevo sistema de justicia 

de corte acusatorio y oral, el cual se regirá por los principios de publicidad, el cual significa 

que cualquier persona puede estar presente en las audiencias del proceso; contradicción, 

indica que las partes en un procedimiento pueden conocer, controvertir, confrontar y 

oponerse al material probatorio aportado y a los argumentos vertidos; concentración, obliga 

a que los actos procesales deben desahogarse en una sola audiencia; continuidad, proclama 

que la audiencia debe ser desahogada en un mismo día; e inmediación, se refiere a que la 

audiencia debe desahogarse en presencia del Juez y de las partes, principios tales que en el 

régimen internacional de los derechos humanos son considerados como garantías judiciales.  

En ese tenor, la citada reforma establece: 

1. Que el proceso penal tenga como objeto el esclarecimiento de los hechos. 

2. Proteger a la persona inocente. 

3. Castigar al culpable, es decir, evitar la impunidad. 

4. La reparación del daño ocasionado por la comisión del delito. 
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Asimismo, propugna porque el procedimiento de investigación se efectúe bajo 

ciertos parámetros, tales como: 

1. Que la obtención del material probatorio sea lícito, esto es, que el mismo no sea 

consecuencia del ultraje a los derechos fundamentales (tortura por citar un ejemplo), 

de lo contrario las pruebas serán nulas. 

2. Que toda persona imputada debe ser considerada inocente en tanto que el proceso 

finalice, determinando su situación jurídica al declarar su participación en el delito 

que le es atribuido y por ende su responsabilidad mediante sentencia emitida por el 

juez. 

3. Que el imputado sea informado de los hechos que se le atribuyen, así como de los 

derechos que le asisten.  

 

En resumen la reforma conlleva: 

1. La implementación de tecnología científica para lograr recabar datos de prueba que 

generen convicción a quien juzga respecto de la probabilidad de la comisión del 

delito que se imputa. 

2. Implementa un procedimiento judicial oral, que permite la declaración de las partes 

(victima, indiciado, fiscal, testigos, etc.) ante el juez. 

3. La adecuada defensa del acusado desde el inicio del proceso. 

4. La presunción de inocencia del indiciado hasta que se determine lo contrario 

posterior a la investigación. 

5. Establece la prisión preventiva en caso de los delitos considerados graves. 

6. El procedimiento se desarrolla en diversas etapas ante jueces diferentes. 

7. Contempla el proceso de impugnación. 

 

VI. RAZONES LEGISLATIVAS QUE FUNDAMENTAN LA REGULACIÓN DE 

DICHAS FIGURAS 

El texto constitucional como ya quedó asentado, fue reformado en junio de dos mil ocho, 

elevándose a rango constitucional la figura del arraigo y el principio de presunción de 

inocencia, las cuales fueron incorporadas por el legislador, tras diversos argumentos. 
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Respecto del arraigo, se tomó en consideración que el mismo nació dentro de una 

etapa histórica en la que el procedimiento penal no contaba con técnicas, ni herramientas 

adecuadas para la investigación de los hechos considerados ilícitos, lo que en la actualidad 

ha sido subsanado, dado que es precisamente el uso de técnicas, herramientas y medios para 

lograr una investigación adecuada lo que exige el nuevo sistema penal acusatorio 

adversarial de corte oral, ello convierte a la figura del arraigo en una figura ineficaz, 

tomando en consideración las razones que propugna el nuevo modelo de justicia penal. 

Lo anterior, puesto que dicha figura presupone la afectación de la libertad del 

individuo con el objeto de iniciar una investigación, lo que contraría desde luego lo 

establecido tanto en el texto constitucional como en el derecho internacional de los 

derechos humanos, tal y como ha sido señalado en diversas ocasiones por la comunidad 

internacional, que reiteradamente se ha pronunciado respecto de la incompatibilidad del 

arraigo con las garantías del debido proceso, recomendando al Estado Mexicano la 

eliminación del arraigo de la legislación interna por resultar inconveniente. 

Por esa razón, se proponía anteriormente derogarla del texto constitucional, por 

haberse demostrado que su existencia tampoco favorecía a las estadísticas de delincuencia, 

en síntesis los argumentos a favor resultaban escasos; no obstante, se propuso reconsiderar 

su existencia en los casos de delincuencia organizada o tratándose de delitos considerados 

como graves, precisamente por el daño que causan a la sociedad, por ello se propuso ante el 

Congreso la autorización solamente en éste régimen especial la facultad de decretar el 

arraigo a una persona por parte del juez de control y a solicitud del ministerio público, 

siempre y cuando atienda a 1) lograr con éxito una investigación, 2) se proteja con ello a 

personas o bienes jurídicos y 3) cuando permita garantizar que el inculpado no se sustraiga 

de la acción de la justicia.  

Esta figura fue considerada por el legislador de suma utilidad cuando se aplica a 

sujetos que pertenecen a organizaciones delictivas que fácilmente pueden cruzar las 

fronteras del país u obstaculizar a la autoridad en la investigación de los hechos, y en contra 

de los cuales no puede obtenerse aún una orden de aprehensión, precisamente por lo 

complejo de la investigación. Por ello, se propuso incorporar al artículo 16 constitucional el 

arraigo única y exclusivamente para casos donde se investiguen delitos graves o de 

delincuencia organizada, precisando: 
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a) los casos de su procedencia; 

b) la autoridad que lo solicita y la autoridad quién lo autoriza; 

c) la temporalidad del arraigo; 

d) la facultad de que el juez determine el lugar, así como las condiciones de ejecución 

y,  

e) la posibilidad de prórroga por un término igual y la justificación para ello. 

 

Con todo lo anterior, el legislador consideró que satisfechos los extremos de una 

excepción al derecho fundamental de libertad personal. De ahí que se dictaminara 

procedente la propuesta de incorporar la figura del arraigo al texto constitucional por 

pensarla necesaria para contrarrestar el impacto de la inseguridad pública. 

Por cuanto hace al principio de presunción de inocencia, su elevación a rango 

constitucional atiende al derecho de toda persona a quien se le sigue un procedimiento, de 

recibir la consideración y el trato de alguien que es inocente y por ende no le sean aplicadas 

las consecuencias o efectos jurídicos relacionados con los hechos que se le imputen hasta 

en tanto no se logre una sentencia debidamente ejecutoriada. Por ello se advierte necesaria 

su regulación en el texto constitucional, con la finalidad de otorgar al imputado una serie de 

derechos fundamentales a fin de garantizar que se lleve a cabo un justo procedimiento en su 

contra. 

En ese sentido, el reconocimiento de la presunción de inocencia en la normatividad 

del país destacó la necesidad de reformar el artículo 20 en cuanto a los principios rectores 

del nuevo proceso penal y de los derechos de toda persona imputada, postulando así al 

principio de inocencia como un criterio que el Juez deberá asumir y valorar al momento de 

emitir condena en todo proceso penal. 

Por lo anterior, el principio de la presunción de inocencia se estableció en la 

Constitución del país como el principio que representa un beneficio del cual goza el 

indiciado o imputado hasta en tanto no sea sentenciado por órganos jurisdiccionales.  

 

VII. DEFICIENCIA CONSTITUCIONAL 

Una de las más ambiciosas transformaciones como ya se mencionó es precisamente 

convertir al sistema de justicia penal en un sistema garantista y acorde a estándares 
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democráticos, por lo cual  en la multicitada reforma de junio de 2008, se estableció el 

sistema penal de corte acusatorio y adversarial, con el objeto de lograr que el sistema de 

aplicación de penas adquiera un sentido más humano; no obstante, se inició un ciclo de 

retroceso al establecer normas procesales con un propósito represivo. 

Es menester señalar que cuando se iniciaba el proceso de reforma, México 

enfrentaba por una parte, la opacidad e ineficacia del sistema de procuración e impartición 

de justicia y por la otra, una profunda crisis de seguridad. Ante este panorama, la reforma 

de seguridad y justicia se dio como resultado de la conciliación de intereses políticos 

divergentes. Consecuentemente, mientras se instauraba un sistema penal acusatorio 

garantista de los derechos de víctimas e imputados, también se estableció un régimen de 

excepción constitucionalizado (arraigo), bajo el argumento de la demanda social de mayor 

seguridad. Por lo cual la consecuencia fue establecer una reforma con reglas discordantes 

que al mismo tiempo que incorporó el principio de presunción de inocencia en la 

Constitución, incluyó la figura del arraigo. 

Por lo tanto, es de afirmarse que la garantía contenida en el artículo 16 de la 

Constitución general, bajo el título de principio de presunción de inocencia, aún no está 

resuelta (en su integridad) por el legislador, puesto que la realidad que se percibe al integrar 

al cuerpo jurídico una figura como el arraigo (aun cuando sea aplicado en determinados 

supuestos) es un principio de presunción de culpabilidad. 

Algunos ejemplos de lo que se afirma con anterioridad y que ilustran la deficiencia 

de nuestro texto fundamental, lo constituyen:  

El segundo párrafo del numeral 14 constitucional que indica que la privación de 

libertad debe ser dictada conforme a la ley, bajo ese contexto el propio texto legal se 

convierte en uno que protege con parcialidad, otorgando derechos a unos y restringiendo 

los mismos derechos a otros, tornándose inconstitucional; en ese sentido, el gobernado 

queda indefenso, dado que el artículo en cita únicamente protege contra la detención ilegal 

de la libertad, pero no contra la inconstitucional.  

Por otra parte, el texto constitucional nos dice que se puede restringir la libertad de 

las personas, tan solo si se acredita la probable responsabilidad del indiciado. Es decir, 

aunque esta no esté debidamente probada. Ello, ha dado pauta a emisiones de órdenes de 

aprehensión, autos de vinculación a proceso e incluso determinaciones de amparo basadas 
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en que las mismas atienden únicamente a los argumentos de quien formula la imputación y 

a la contra argumentación de la defensa respecto de los hechos que se discuten ante la 

autoridad competente y no se exige la comprobación del cuerpo del delito ni la justificación 

de la probable responsabilidad del implicado, sino que basta con que se acredite la 

existencia de un hecho que la ley señale como delito y la probabilidad de que el indiciado 

lo cometió,7 bajo ese contexto se advierte el procedimiento empleado legalmente para 

restringir la libertad de las personas, el cual, en primer lugar, como ya se destacó, viola el 

principio de presunción de inocencia y además, es un procedimiento al cual no puede apelar 

la controvertida figura del arraigo (la cual representa el límite de la incongruencia 

constitucional) pues el mismo, al ser contemplado para casos específicos, se estableció un 

procedimiento especial para su ejecución, lo cual se traduce en una grave violación a los 

derechos humanos “garantizados” por la norma fundamental.  

En ese tenor, se afirma que el estado mexicano, adolece de términos procesales 

estrictos, es decir, de aquellos en los que para emitir una determinación apegada a derecho 

no quepa la posibilidad de duda.  

Entonces, si la reforma a los textos legales resulta a todas luces ineficaces, se 

convierten en un instrumento meramente político, con apariencia de mayor efectividad por 

parte de los entes estatales de impartición y procuración de justicia, pareciendo que en 

verdad se está haciendo algo para garantizar la seguridad de los ciudadanos, aunque eso 

implique también el menoscabo de derechos fundamentales, no logrando concretar 

plenamente la esencia del sistema acusatorio. 

A todo ello, el poder legislativo mexicano prefiere continuar respondiendo a los 

diferentes intereses políticos y dar seguimiento a iniciativas de ley completamente opuestas 

a la realidad, ya que la figura del arraigo además de ser una medida poco efectiva, puede 

ser decretada por quienes ostentan el poder de manera discrecional, esto significa que su 

decreto responde a motivos particulares y de impacto mediático más que de combate al 

crimen, lo cual convierte al sistema de justicia penal en un sistema retrógrada y con un 

                                                           
7 Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a 
partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin que se justifique con un auto de vinculación a 
proceso en el que se expresará: el delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de 
ejecución, así como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y 
que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. (Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos) el énfasis es propio. 
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propósito como ya se dijo, represivo al exhibir esta clase de prácticas inconstitucionales 

dentro de un sistema de procuración de justicia “democrático”. 

Sumémosle, la ilustración del concepto constitucional del principio de presunción 

de inocencia que nos da la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,8 al 

considerar que dicho principio puede calificarse como “poliédrico”, dado que el mismo se 

relaciona con diversas garantías que regulan distintos aspectos del proceso penal, siendo 

una de sus principales directrices la “regla de trato procesal” lo que significa que este 

principio establece la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a un 

proceso penal, prohibiendo a la autoridad judicial cualquier tipo de resolución que suponga 

la anticipación de la pena, la Ley y la Corte son claras al delimitar este principio y 

establecerlo únicamente para aquellos sujetos sometidos a procesos, y desde luego que el 

arraigo ni siquiera se acerca a uno. 

Y, aun tratándose de un proceso el cual se rige por bases concretas y legales, al 

tenor de las cuales los jueces pueden determinar la emisión de la prisión preventiva para 

ciertos delitos (de los cuales no existe un catálogo establecido), dicha restricción de libertad 

es considerada contraria al principio de presunción de inocencia, el arraigo entonces, 

alcanza los límites de esta violación.  

Lo anterior, dado que dicha figura consiste en restringir la libertad de forma 

arbitraria, pues para decretarla basta con una “sospecha”, lo cual no es razón suficiente para 

que la autoridad pueda ejercer una acción legal en contra de algún individuo, además, como 

ya indiqué, dicho supuesto va contracorriente de los derechos humanos que establece la 

norma general, en concreto, del principio que nos ocupa. 

Sin embargo, a pesar de lo antes expuesto, puede decirse que en teoría, los cambios 

que fueron propuestos en la aludida reforma responden además, a diversos factores; en 

primer lugar, busca preservar el principio de presunción de inocencia, en segundo lugar, 

instaura un sistema de justicia penal, el cual se basa en depositar en los juzgadores la 

decisión de imponer las medidas cautelares establecidas, entre ellas, la prisión preventiva y 

lo hace sin establecer una lista de delitos, no obstante instaura ciertos estándares necesarios 

para emitir una orden de aprehensión o dictar un auto de vinculación a proceso, que dicho 

                                                           
8 Tesis 1a./J. 24/2014 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, registro 
electrónico 2006092, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Libro 5, Abril de 2014, 
Tomo I, visible a página 497, Jurisprudencia(Constitucional) 
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sea de paso, muy pocos Jueces logran acreditarlas a cabalidad, debido al desconocimiento 

de las mismas, lo que se traduce en impunidad; y en tercer lugar, las recomendaciones 

internacionales que cada vez hacen más inminente la eliminación del arraigo y la prisión 

preventiva oficiosa. 

Sin que obste a lo anterior, debe decirse categóricamente que el texto constitucional 

resulta incongruente y por ende, deficiente, pues no logra cumplir con los parámetros 

constitucionales en materia de derechos humanos y mucho menos con los mecanismos de 

acción que buscan garantizarlos. 

 

VIII. CONCLUSIONES 

La situación actual de inseguridad y violencia en México ha generado un panorama que nos 

hace plantearnos una disyuntiva: elegir entre derechos fundamentales y seguridad 

ciudadana. Está comprobado que las reformas constitucionales han sido duras respecto de 

las alternativas a la prisión preventiva y el arraigo, limitando la posibilidad de que una 

persona pueda enfrentar su juicio en libertad, en contravención al derecho de presunción de 

inocencia. 

El principio de presunción de inocencia contempla precisamente el hecho de que 

toda persona sujeta a procedimiento sea considerada inocente hasta en tanto no se decrete lo 

contrario por el juez del proceso, no obstante se considera en el texto legal la figura del 

arraigo para los casos de delitos graves y delincuencia organizada, por considerarse que las 

personas que pertenecen a estas agrupaciones delictivas se les facilita sustraerse de la 

acción de la justicia, sin embargo el hecho de que esta figura sea considerada dentro del 

texto constitucional acaba con la esencia del principio de presunción de inocencia en tanto 

que, la persona puede ser privada de su libertad sin ninguna orden judicial con el objeto de 

ser investigada, ello implica pasar por alto sus derechos dejándolos en estado de 

desprotección y desamparo.  

Por ello, la figura del arraigo entra en conflicto con lo establecido en la Constitución 

general, por un lado, porque cuando una persona está arraigada aún no se ha formulado 

ningún cargo en contra de ella (entendiendo por cargo la acusación por la comisión de un 

delito) y por otro lado, la persona no puede en principio “ser juzgada” en un plazo 

razonable, puesto que aún no ha sido sometida a proceso. 
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En otras palabras, el arraigo entra en contradicción directa con la presunción de 

inocencia, dado que no tiene bases procesales serias y tampoco certidumbre jurídica, su 

fundamento es la sospecha y el rumor; además, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

se ha pronunciado en el sentido de que dicha figura resulta inconstitucional, precisamente 

porque violenta los derechos humanos de la persona arraigada, argumento que representa 

un absurdo dado que los legisladores aun con el conocimiento de este criterio y conociendo 

además la gravedad que representa dicha figura, apostaron por superar dicho precedente 

incluyendo esta aberrante figura en la Constitución, olvidando que la ley no es un 

instrumento político para disfrazar la ausencia de políticas públicas efectivas, dado que ello 

no resolverá ni las deficiencias institucionales, ni la falta de capacidades ni mucho menos, 

el problema de seguridad en el que nos encontramos; sin embargo, también sabemos que la 

incorporación al texto constitucional de dicha figura obedece a un modelo autoritario de 

seguridad que es aplicado en México, cuya base radica en la legitimación del actuar 

arbitrario de quienes ostentan el poder, justificándolo con la reducción de derechos del 

colectivo social. 
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